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Dictamen en el proyecto de comunicación de la señora senadora 
Odarda, solicitando informes sobre la designación del coordinador de 
educación especial. (S.-1929/17) 
 
 

DICTAMEN DE COMISIÓN 
 
Honorable Senado: 
 

Vuestra Comisión de Educación y Cultura ha considerado el 
Proyecto de Comunicación de la señora Senadora Magdalena Odarda, 
registrado bajo expediente S-1929/17, mediante el cual solicita informe 
al Poder Ejecutivo sobre el cumplimiento de la ley 26.206 -educación 
nacional-, y en particular respecto a la designación del coordinador de 
educación especial; y por las razones que dará el miembro informante, 
aconseja su aprobación. 
 

De acuerdo a lo establecido por el artículo 110 del Reglamento 
del Honorable Senado, este Dictamen pasa directamente al Orden del 
Día. 
 

Sala de la comisión 06 de septiembre de 2017 
 
 

Liliana T. Negre de Alonso – Eduardo A. Aguilar – Hilda C. Aguirre de 
Soria – Inés I. Blas – María E. Labado – Jaime Linares – Gerardo A. 
Montenegro – María I. Pilatti Vergara – María de los Ángeles Sacnun.- 
 
 
 
PROYECTO DE COMUNICACIÓN 
 
El Senado de la Nación: 
 
Solicita al Poder Ejecutivo que informe sobre el cumplimiento de la ley 
26.206, y en lo particular informe qué persona se desempeña 
actualmente como coordinador de educación especial, área creada a 
través de la resolución 1.111/2010, e identifique el acto administrativo 
que la designa. 
 
María M. Odarda. 
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FUNDAMENTOS 
 
 

Señora Presidente: 
 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos reconoce, en su 
artículo 26, el derecho de  toda persona a la educación, la que tendrá 
por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades 
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad 
entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y 
promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas 
para el mantenimiento de la paz. 
 
Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales encomienda a los Estados Partes a reconocer el 
“derecho de toda persona a la educación. Convienen en que la 
educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por 
los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen 
asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas 
para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las 
actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la 
paz” (artículo 13º). 
 
La Declaración de Viena Aprobados por la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos el 25 de junio de 1993 afirma: "…Especial 
atención a la no-discriminación y al disfrute, en igualdad de 
condiciones, por parte de los discapacitados de todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, incluida su participación 
activa en todos los aspectos de la sociedad […] La Conferencia […] 
reafirma que todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales son universales, por lo que comprenden sin reservas a 
las personas con discapacidades. Todas las personas nacen iguales y 
tienen el mismo derecho a la vida y al bienestar, a la educación y al 
trabajo […] vivir independientemente y a la participación activa en 
todos los aspectos de la sociedad […] cualquier discriminación directa 
u otro trato discriminatorio negativo de una persona discapacitada es 
una violación de sus derechos. La Conferencia pide a los gobiernos 
que, cuando sea necesario, adopten leyes o modifiquen su legislación 
para garantizar el acceso a estos y otros derechos de las personas 
discapacitadas. El lugar de las personas discapacitadas está en todas 
partes. A las personas con discapacidades debe garantizárseles la 
igualdad de oportunidades mediante la supresión de todos los 
obstáculos determinados socialmente, ya sean físicos, económicos, 
sociales o psicológicos, que excluyan o restrinjan su plena 
participación en la sociedad…]" (parte I, párrafo 22 y parte II, párrafos 
63 y 64). 
 
En la conferencia internacional sobre la población y el desarrollo, 
llevada a cabo en El Cairo entre el 5 y el 13 de septiembre de 1994, se 
aprobó el Programa de Acción del Cairo, el cual establece entre sus 
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objetivos “asegurar el goce de derechos de todas las personas con 
discapacidad y su participación en todos los aspectos de la vida social, 
económica, y cultural. Crear, mejorar y desarrollar condiciones 
necesarias que aseguran oportunidades iguales para las personas con 
discapacidad y el valor de sus capacidades en el proceso de 
desarrollo económico y social: Asegurar la dignidad y promover la 
auto-confianza en las personas con discapacidad […]. Acciones […] 
Los gobiernos a todos los niveles deberían promover mecanismos que 
aseguren la realización de los derechos de las personas con 
discapacidad y reforzar sus capacidades de integración…" (párrafo 6. 
29 y 6.32). 
 
El Informe de la cumbre mundial sobre desarrollo social, logrado en 
Copenhague, del 6 al 12 de marzo de 1995, se conoce como 
Declaración de Copenhague. En el mismo, los Estados se 
comprometieron a … “Asegurar que las personas y los grupos 
desfavorecidos y vulnerables estén incluidos en el desarrollo social y 
que la sociedad reconozca las consecuencias de la discapacidad y 
responda a ellas garantizando los derechos de la persona y 
posibilitando su acceso al medio físico y social […] Formularemos y 
aplicaremos una política que asegure que todos dispongan de 
protección económica y social adecuada durante el desempleo, las 
enfermedades, la maternidad, la crianza de los hijos, la viudez, la 
discapacidad y la vejez. Garantizaremos la igualdad de oportunidades 
de educación en todos los niveles para los niños, los jóvenes y los 
adultos con discapacidades, en condiciones de integración y teniendo 
plenamente en cuenta las diferencias y situaciones individuales […] 
Nos esforzaremos porque todas las personas con discapacidades 
tengan acceso a la rehabilitación y a otros servicios para una vida 
independiente y a una tecnología de asistencia que les permita 
desarrollar al máximo su bienestar, independencia y participación en la 
sociedad…", (párrafo 26 (I) y compromisos 2 (d), 6 (f) y (n)). 
 
Por su parte, la Convención Interamericana para la Eliminación de 
todas las formas de discriminación contra las personas con 
discapacidad, ratificada por ley 25.280, obliga a los Estados parte 
(artículo III) a adoptar “las medidas de carácter legislativo, social, 
educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar 
la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su 
plena integración en la sociedad, incluidas las que se enumeran a 
continuación, sin que la lista sea taxativa: a) Medidas para eliminar 
progresivamente la discriminación y promover la integración por parte 
de las autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la 
prestación o suministro de bienes, servicios, instalaciones, programas 
y actividades, tales como el empleo, el transporte, las comunicaciones, 
la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la 
justicia y los servicios policiales, y las actividades políticas y de 
administración;”.  
 
La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
con jerarquía constitucional en nuestro país, establece en su artículo 
24: “1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho 
sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, los 
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Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos 
los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con miras a: 
 
a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la 
dignidad y la autoestima y reforzar el respeto por los derechos 
humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana; 
 
b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad 
de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y 
físicas; 
 
c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de 
manera efectiva en una sociedad libre. 
 
2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que: 
 
a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema 
general de educación por motivos de discapacidad, y que los niños y 
las niñas con discapacidad no queden excluidos de la enseñanza 
primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por 
motivos de discapacidad; 
b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación 
primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de 
condiciones con las demás, en la comunidad en que vivan; 
 
c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades 
individuales; 
 
d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el 
marco del sistema general de educación, para facilitar su formación 
efectiva; 
 
e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en 
entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de 
conformidad con el objetivo de la plena inclusión. 
 
3. Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la 
posibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a 
fin de propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones en 
la educación y como miembros de la comunidad. A este fin, los 
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas: 
 
a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros 
modos, medios y formatos de comunicación aumentativos o 
alternativos y habilidades de orientación y de movilidad, así como la 
tutoría y el apoyo entre pares; 
 
b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la 
identidad lingüística de las personas sordas; 
 

c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los 
niños y las niñas ciegos, sordos o sordo ciegos se imparta en los 
lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropiados 
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para cada persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo 
desarrollo académico y social. 

 
4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes 
adoptarán las medidas pertinentes para emplear a maestros, incluidos 
maestros con discapacidad, que estén cualificados en lengua de 
señas o Braille y para formar a profesionales y personal que trabajen 
en todos los niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de 
conciencia sobre la discapacidad y el uso de modos, medios y 
formatos de comunicación aumentativos y alternativos apropiados, y 
de técnicas y materiales educativos para apoyar a las personas con 
discapacidad. 
 
5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso general a la educación superior, la formación 
profesional, la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la 
vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A 
tal fin, los Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes 
razonables para las personas con discapacidad.” 
 
A nivel nacional, debemos destacar que la ley 22.431 crea un Sistema 
de protección integral de los discapacitados, en cuyo artículo 13 
encomienda al Ministerio de Educación de la Nación a: a) Orientar las 
derivaciones y controlar los tratamientos de los educandos 
discapacitados, en todos los grados educacionales especiales, 
oficiales o privados, en cuanto dichas acciones se vinculen con la 
escolarización de los discapacitados tendiendo a su integración al 
sistema educativo; b) Dictar las normas de ingreso y egreso a 
establecimientos educacionales para personas discapacitadas, las 
cuales se extenderán desde la detección de los déficits hasta los 
casos de discapacidad profunda, aun cuando ésta no encuadre en el 
régimen de las escuelas de educación especial; c) Crear centros de 
valuación y orientación vocacional para los educandos discapacitados;  
d) Coordinar con las autoridades competentes las derivaciones de los 
educandos discapacitados a tareas competitivas o a talleres 
protegidos; e) Formar personal docente y profesionales especializados 
para todos los grados educacionales de los discapacitados, 
promoviendo los recursos humanos necesarios para la ejecución de 
los programas de asistencia, docencia e investigación en materia de 
rehabilitación. 
 
Por su parte, la ley 26.206 regula “el ejercicio del derecho de enseñar 
y aprender consagrado por el artículo 14 de la Constitución Nacional y 
los tratados internacionales incorporados a ella, conforme con las 
atribuciones conferidas al Honorable Congreso de la Nación en el 
artículo 75, incisos 17, 18 y 19, y de acuerdo con los principios que allí 
se establecen y los que en esta ley se determinan” (artículo 1º). Se 
define a la educación y el conocimiento como “un bien público y un 
derecho personal y social, garantizados por el Estado” (artículo 2º).  
 
Asimismo, el artículo 3º de esta norma establece que “la educación es 
una prioridad nacional y se constituye en política de Estado para 
construir una sociedad justa, reafirmar la soberanía e identidad 
nacional, profundizar el ejercicio de la ciudadanía democrática, 
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respetar los derechos humanos y libertades fundamentales y fortalecer 
el desarrollo económico-social de la Nación”. 
 
El artículo 17 de la misma resuelve que la estructura del Sistema 
Educativo Nacional comprenderá 4 niveles: la Educación Inicial, la 
Educación Primaria, la Educación Secundaria y la Educación  
Superior, y ocho (8) modalidades. “a los efectos de la presente ley, 
constituyen modalidades del Sistema Educativo Nacional aquellas 
opciones organizativas y/o curriculares de la educación común, dentro 
de uno o más niveles educativos, que procuran dar respuesta a 
requerimientos específicos de formación y atender particularidades de 
carácter permanente o temporal, personales y/o contextuales, con el 
propósito de garantizar la igualdad en el derecho a la educación y 
cumplir con las exigencias legales, técnicas y pedagógicas de los 
diferentes niveles educativos. Son modalidades: la educación técnico-
profesional, la educación artística, la educación especial, la educación 
permanente de jóvenes y adultos, la educación rural, la educación 
intercultural bilingüe, la educación en contextos de privación de 
libertad y la educación domiciliaria y hospitalaria” (la bastardilla es 
mia). 
 
Respecto de la modalidad especial, se define como aquella destinada 
a asegurar el derecho a la educación de las personas con 
discapacidades, temporales o permanentes, en todos los niveles y 
modalidades del sistema educativo. La educación especial “se rige por 
el principio de inclusión educativa, de acuerdo con el inciso n) del 
artículo 11 de esta ley. La Educación Especial brinda atención 
educativa en todas aquellas problemáticas específicas que no puedan 
ser abordadas por la educación común. El Ministerio de Educación, 
Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, garantizará la integración de los/as alumnos/as con 
discapacidades en todos los niveles y modalidades según las 
posibilidades de cada persona” (artículo 42). 
 
Con el propósito de asegurar el derecho a la educación, la integración 
escolar y favorecer la inserción social de las personas con 
discapacidades, temporales o permanentes, esta Ley encomienda a 
las autoridades jurisdiccionales avanzar con las siguientes funciones: 
“a) Posibilitar una trayectoria educativa integral que permita el acceso 
a los saberes tecnológicos, artísticos y culturales.  b) Contar con el 
personal especializado suficiente que trabaje en equipo con los/as 
docentes de la escuela común. c) Asegurar la cobertura de los 
servicios educativos especiales, el transporte, los recursos técnicos y 
materiales necesarios para el desarrollo del currículo escolar. d) 
Propiciar alternativas de continuidad para su formación a lo largo de 
toda la vida. e) Garantizar la accesibilidad física de todos los edificios 
escolares” (artículo 44). Asimismo, se establece que el Ministerio de 
Educación, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, “creará 
las instancias institucionales y técnicas necesarias para la orientación 
de la trayectoria escolar más adecuada de los/as alumnos/as con 
discapacidades, temporales o permanentes, en todos los niveles de la 
enseñanza obligatoria, así como también las normas que regirán los 
procesos de evaluación y certificación escolar. Asimismo, participarán 
en mecanismos de articulación entre ministerios y otros organismos 
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del Estado que atienden a personas con discapacidades, temporales o 
permanentes, para garantizar un servicio eficiente y de mayor calidad” 
(artículo 45). 
 
Con el fin de dar cumplimiento a lo previsto en este último artículo 
mencionado, el Ministerio de Educación, a través de la resolución  
1.111/2010, aprobó las aperturas inferiores de segundo nivel 
operativo, correspondientes a la estructura organizativa de dicho 
organismo. En el Anexo V, se crean distintas coordinaciones, entre las 
que destacamos la de educación especial, dependiente de la Dirección 
nacional de gestión educativa de la Subsecretaria de equidad y calidad 
educativa de la Secretaria de educación del Ministerio. 
 
Esta coordinación de educación especial tiene a su cargo las 
siguientes acciones: 
 
 “1. Planificar, gestionar y supervisar las políticas nacionales 
orientadas a la mejora y expansión de la gestión educativa destinada a 
la atención de niños, adolescentes y jóvenes con discapacidades 
temporales o permanentes en todos los niveles y modalidades del 
sistema educativo. 
 
2. Impulsar el fortalecimiento de la modalidad en todo el territorio 
nacional a fin de garantizar atención específica a las necesidades de 
las personas discapacitadas en el marco de la educación inclusiva 
propuesta en la Ley de Educación Nacional. 
 
3. Realizar Mesas Federales, Encuentros Nacionales y otras instancias 
que promuevan el debate e intercambio para la articulación federal de 
políticas y estrategias de la modalidad. 
 
4. Articular acciones con las Direcciones de los distintos niveles y 
modalidades del Sistema Educativo Nacional en torno a la evaluación 
y acreditación, a los itinerarios inclusivos y a perspectivas de trabajo 
conjunto. 
 
5. Diseñar y proponer dispositivos de mejora de las propuestas 
educativas desde la modalidad, con el objeto de identificar 
tempranamente las necesidades educativas específicas derivadas de 
las discapacidades o trastornos en el desarrollo de los educandos. 
 
6. Planificar líneas de actualización profesional para los docentes del 
sector articulando acciones con el Instituto Nacional de Formación 
Docente y las demás áreas de la Dirección Nacional. 
 
7. Elaborar documentos que regulen procedimientos pedagógicos y 
administrativos para la atención de los alumnos con discapacidad 
temporal o permanente, tanto en escuelas especiales como comunes. 
 
8. Impulsar la autoevaluación institucional de las escuelas de la 
modalidad en todas las jurisdicciones. 
 
9. Supervisar la aplicación de los lineamientos nacionales en el área 
de su competencia en todas las jurisdicciones del país.” 
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A través del decreto 647/2011, el Ministerio de Educación designó con 
carácter transitorio a la licenciada Ana María Moyano como 
Coordinadora de educación especial, designación que fue prorrogada 
varias veces hasta diciembre de 2015, mediante decreto 1612/2015. 
 
Lamentablemente, luego de finalización de la designación de la 
licenciada Moyano no hemos registrado ningún nuevo nombramiento 
para cubrir esta coordinación. Por su importancia, les solicitamos a los 
señores legisladores que acompañen el presente proyecto de 
comunicación. 
 
 
María M. Odarda. 
 


